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Ciudad de México, 08 de noviembre de 2024. 
OFICIO No. UT.SI.0477.1.2024  
ASUNTO: Solicitud de acceso a información 
SOLICITUD: 330031824000477. 
 

PERSONA SOLICITANTE 
PRESENTE 
 
Tengo el agrado de dirigirme a usted en atención a la solicitud de información pública de folio 

330031824000477 que presentó a través de la Plataforma Nacional de Transparencia el 07 de 

noviembre de 2024, en la que requirió lo siguiente: 

 

Descripción clara de la solicitud de información: 

 
“Por este medio les solicito, respetuosamente, con base al el Artículo 32, de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas la declaración patrimonial de los últimos 5 años de Leonardo 
Díaz Abraham, profesor de la Universidad Autónoma Metropolitana, campus Cuajimalpa...” (sic). 

 

Al respecto, le informamos que de conformidad con los artículos 130 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como 132 de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, cuando la información requerida por el solicitante ya esté 

disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, registros 

públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber 

por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, 

reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días. 

 

Hago de su conocimiento, que la Ley General de Responsabilidades Administrativas, resulta 

aplicable para establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus 

obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que 

correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los 

procedimientos para su aplicación y establece de conformidad con su artículo 3°: 

 

Fracción XXV. Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o 

comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

En este orden de ideas, los integrantes de la comunidad universitaria en su calidad de trabajadores 

se rigen por el contrato colectivo de trabajo y por la Ley Federal del Trabajo, sin que los integrantes 
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de la comunidad universitaria se sitúen como servidores públicos. Además la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 3, fracción VII, y la Ley General de 

Educación Superior, en los artículos 2 y 8, fracciones XIV y XV, establecen que las universidades y 

las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorga autonomía tienen la facultad 

y la responsabilidad de gobernarse a sí mismas, regirse por sus respectivas leyes orgánicas y la 

normatividad interna que deriva de éstas, y cuentan con capacidad de adoptar su organización 

administrativa y académica, por lo que la Universidad no cuenta con un Órgano Interno de Control 

o unidad responsable equivalente, con las atribuciones previstas en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas para tramitar procedimientos por responsabilidad patrimonial del 

Estado. 

 

Si bien en el artículo 32 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas es posible 

encontrar el supuesto de presentación de la “Declaración de situación patrimonial”, indicándose en 

ese mismo ordenamiento que serán los “Órganos Internos de Control” los conducentes para velar 

por el buen funcionamiento del control interno de los entes públicos, lo cierto es que ese mismo 

instrumento jurídico señala que en el caso de los órganos dotados de autonomía, como lo es la 

Universidad Autónoma Metropolitana, este objetivo, se hará conforme a la competencia que 

determinen sus respectivas leyes.  

 

En la Ley Orgánica, artículo 20 fracción VIII, es posible advertir el nombramiento del “Contralor” 

para el efecto de supervisar los asuntos financieros de la Universidad; y por otra parte, en ese mismo 

instrumento jurídico el artículo 13, fracción II,  señala al Colegio Académico como la instancia 

encargada para expedir aquella legislación universitaria (normas y disposiciones reglamentarias de 

aplicación general) que permita la mejor organización y funcionamiento técnico, docente y 

administrativo de la Universidad. En dicha tesitura, a través del Reglamento Orgánico aprobado por 

el Colegio Académico se determina la competencia del “Contralor” en el artículo 62-4, figura que 

sería el símil del “Órgano Interno de Control” para esta institución educativa.  

 

Las facultades del “Contralor” versan sobre el control y cuidado de la actividad financiera de la 

Universidad como institución, más no respecto del ámbito patrimonial de quienes laboran en ésta.  

Un ejemplo que corrobora esta situación es el siguiente: a) El artículo 36 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas señala que los “Órganos Internos de Control” estarán facultados 

para llevar a cabo investigaciones o auditorías con el objeto de verificar la evolución del patrimonio 
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de los declarantes; en cambio, en el artículo 62-4 del Reglamento Orgánico de esta Universidad, el 

Contralor únicamente está facultado para practicar auditorías respecto de adquisición de bienes o 

auditorías a las dependencias de la Universidad, teniendo la particularidad de referirse al 

comportamiento financiero de la Universidad. 

 

En el apartado de Obligaciones de Transparencia Comunes, en la fracción XII, la cual lleva por 

nombre “Declaraciones Patrimoniales” podrá consultar la nota técnica correspondiente en el 

siguiente hipervínculo: 

 

 

Imagen Ilustrativa. 

https://transparencia.uam.mx/articulo/comunes.html 

 

Así mismo pongo a su disposición el enlace que lo direcciona a la Legislación Universitaria para 

que pueda realizar una búsqueda complementaria de la información de su interés: 

 

 

Imagen Ilustrativa. 

https://www.uam.mx/legislacion/index.html 

https://transparencia.uam.mx/articulo/comunes.html
https://www.uam.mx/legislacion/index.html
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De manera orientadora se hace de su conocimiento que ninguna dependencia universitaria tiene la 

facultad para poseer, generar o almacenar la información que requiere y como antecedente, el 

Órgano Garante Federal ya conoció del asunto vinculado a la expresión documental “declaración 

patrimonial” mediante el recurso RRA 13104/24 y sugirió realizar dos búsquedas complementarias 

en las dependencias de: Contraloría y Abogacía General, para darle a usted mayor claridad sobre 

el tema se le comparten las expresiones documentales: C.310.2024 y A.G.DINARI.207.2024, en 

este orden de ideas la respuesta se otorga en observancia del criterio SO/007/2017 emitido por el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 

relativo a la inexistencia de información.  

 

Hago de su conocimiento que tiene la posibilidad de interponer un Recurso de Revisión ante el 

órgano garante federal o ante esta Unidad de Transparencia, que fue quien conoció su solicitud. 

Esto, si considera que la respuesta notificada en la presente solicitud se encuentra dentro de las 

hipótesis previstas en los artículos 1431 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, y 148 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información. 

 

Por último, si usted requiere información adicional, puede escribirnos al correo electrónico: 

transparencia@correo.uam.mx o al teléfono 555483 4000 extensiones 1938 y 1898, donde con 

mucho gusto le atenderemos. 

 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo. 

 

ATENTAMENTE. 
 

DR. DIEGO DANIEL CÁRDENAS DE LA O 

TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA. 

                                                 
1 Artículo 143. El recurso de revisión procederá en contra de:  

I. La clasificación de la información;  

II. La declaración de inexistencia de información;  

III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado 
IV. La entrega de información incompleta;  

V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado;  

VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley;  
VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;  

VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;  

IX. Los costos o tiempos de entrega de la información;  
X. La falta de trámite a una solicitud;  

XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;  

XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o  
XIII. La orientación a un trámite específico. 

mailto:transparencia@correo.uam.mx
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